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	10:30 a.m.

	Imputado: 
	Miriam Cardona Aguirre

	Cédula de ciudadanía No:
	25’171.790 de Santa Rosa de Cabal

	Delito:
	Falsa denuncia contra persona determinada

	Víctima:
	Diego Henao

	Procedencia:
	Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.) con funciones de conocimiento

	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por el delegado fiscal, contra la sentencia absolutoria proferida el diecisiete (17) de julio de 2008.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, son:

1.1.- Lo acaecido fue dado a conocer por la Fiscalía así:
“El día 25 de junio del año 2007, la señora CARDONA AGUIRRE presentó denuncia penal bajo la gravedad del juramento en contra del señor DIEGO HENAO, persona que reside en esta localidad en el barrio La Estación, carrera 17 número 11-53.

Indicó la denunciante que el señor HENAO sostuvo relaciones sexuales con su hijo E.A.C.A. el día 19 de junio, y aseguró que la fecha de nacimiento del menor era 11 de septiembre de 1993, es decir que contaba para entonces con 13 años de edad.
Como la denunciante no aportó el registro civil de nacimiento, en desarrollo del programa metodológico se procuró la obtención de este documento, obtenido el cual se verificó que el menor presuntamente ofendido contaba con 15 años, pues la verdadera fecha de nacimiento era el 17 de octubre de 1991 y no la referida por su señora madre”.

1.2.- Con fundamento en ello, la Fiscalía promovió las correspondiente audiencias preliminares ante el Juzgado Primero Civil Municipal con funciones de control de garantías con sede en Santa Rosa de Cabal, dentro de las cuales: (i) se le imputó a la representante legal del menor que se dice afectado, el delito de FALSA DENUNCIA CONTRA PERSONA DETERMINADA; cargo que la indiciada NO ACEPTÓ; y (ii) se abstuvo el despacho de imponer medida de aseguramiento, ante el retiro de esa solicitud por parte del Fiscal. 
1.3.- Ante esa no aceptación, la Fiscalía presentó formal escrito de acusación el día 06-11-07, por medio del cual acusó a la señora MIRIAM CARDONA por idéntica conducta a la atribuida desde el comienzo de la imputación, esto es, como autora en el injusto de falsa denuncia contra persona determinada que define y sanciona el código penal en su artículo 436, modificado por el artículo 14 de la Ley 890 de 2004.
1.4.- El caso arribó al Juzgado Único Penal del Circuito con funciones de conocimiento del municipio de Santa Rosa de Cabal (Rda.), cuya titular promovió las respectivas audiencias de Formulación de Acusación (29-11-07), Preparatoria (02-07-08 y 11-06-08), y Juicio Oral (07-07-08) al final del cual se anunció un fallo absolutorio a favor de la justiciable. 
Al momento de proferir el fallo respectivo, el despacho de conocimiento ofreció como razones para su determinación, las siguientes: (i) del material probatorio allegado al juicio quedan muchos vacíos en relación con la materialidad de la conducta, porque si bien se establece con suficiencia la configuración de la mentira “no se conoció el propósito de esa mentira”, en el sentido de no haberse logrado demostrar que ella faltó a la verdad para encuadrar la situación fáctica en determinado tipo penal. Esto se quedó en “una mera conjetura de la Fiscalía”, dada la baja ilustración de la denunciante; (ii) los hechos narrados en la denuncia dan cuenta, no de uno, sino de dos punibles, porque en el formato se anuncia como delito referente “no sólo el tipo penal de acto sexual con menor de catorce años, sino que también refiere pornografía de menores”, sin que éste último exija una edad determinada, basta que sea menor y esa condición la ostenta E.A.C.A.; (iii) era indispensable traer a juicio el testimonio de GABRIEL JAIME GALLEGO ALZATE, servidor judicial que recepcionó la denuncia, porque de allí se podría establecer si en verdad, como lo afirmó el Fiscal, la denuncia se encaminó hacia un determinado tipo penal y la mentira le era indispensable para el logro de ese propósito; (iii) tampoco se allegaron las entrevistas supuestamente recepcionadas a la denunciante por el investigador, en las cuales según su testimonio se hacía evidente la renuncia de su parte a entregar el susodicho registro civil de nacimiento; no obstante, sí quedó claro en el juicio que ese registro se consiguió en la residencia de la denunciante ocho días después de formulada la denuncia, o sea que fue ella finalmente quien aportó el documento; y (iv) la madre no se inventó la situación de hecho transgresora de la ley, porque estaba convencida que efectivamente el denunciado había afectado indebidamente a su hijo, razón por la cual se sentía con derecho a presentar esa denuncia en su contra. En otras palabras, ella no obró maliciosamente o con el ánimo de afectar la administración de justicia o el buen nombre del denunciado con imputaciones falsas. Para esa afirmación se apoyó en jurisprudencia acerca del no deber del ciudadano de comprobar la verdadera punibilidad de la conducta que denuncia, exigiéndosele únicamente ser veraz en su narrativa, por cuanto la adecuación del tipo es responsabilidad única y exclusiva del funcionario del Estado encargado de su adelantamiento. 
1.5.- El órgano de la acusación no compartió esa determinación desvinculante y la impugnó, razón por la cual los registros fueron remitidos a esta Corporación con el fin de desatar la alzada.

2.- El Debate

2.1.- Fiscal -recurrente-

Son fundamentos de su oposición a la decisión absolutoria:
- La juez consideró que no existía delito por falta de los elementos que lo estructuran, pero la prueba demuestra lo contrario.
- Está claro que existió una denuncia y lo fue contra persona determinada. Dentro de ese acto, la interesada mintió, toda vez que dijo que su hijo tenía apenas trece años cuando en realidad no era así; en otras palabras, sostuvo que el niño no contaba aún con los catorce años como condición sine qua non para que el comportamiento atribuido a su denunciado fuera delito.

- Es verdad que la denunciante no debe establecer la índole del punible, pero era consciente de estar diciendo una falsedad, no obstante que se le advirtió que lo hacía bajo la gravedad del juramento. 
- Pero no sólo eso, sino que con posterioridad actuó de manera indebida, porque al decir del investigador asignado para este caso y a quien le correspondía conseguir el registro civil de nacimiento, puso en conocimiento la actitud pasiva de la denunciante quien no quería colaborar. Ella le dijo que su hijo había sido registrado en Bogotá y que después le diría en qué Notaría; sin embargo, luego de mucha insistencia, el investigador logró a los ocho días establecer por medio de un tercero (el propio menor) que el registro no era de Bogotá sino de Santa Rosa de Cabal. Aclara el señor Fiscal, que todo esto se supo por el diálogo sostenido entre el investigador y la denunciante, pero no porque se realizara una entrevista en ese sentido.
- El propósito de la mentira no era otro que ubicar la conducta en un tipo penal concreto. Dato falso que sirvió para impulsar una investigación porque ella aseguró que su denunciado había abusado sexualmente de su hijo, y esto sólo tenía relevancia jurídica si el adolescente era menor de los citados catorce años.

- Quien formula una denuncia debe decir la verdad. Ella leyó el acta y la aprobó con su rúbrica. No importa que apenas tenga quinto de primaria, porque una persona de sus condiciones sabe cuándo miente. Es que no estaba frente a cualquier información, sino formulando una denuncia con las consabidas consecuencias. 

- Ella debía saber que si su hijo era mayor de los catorce años, ya no existía delito; por eso obró de esta manera a sabiendas de estar faltando a la verdad.
- Llama la atención acerca de una contradicción en la sentencia, porque primero se asegura que no se sabe la razón por la cual ella mintió acerca de la edad del menor, pero posteriormente ya se asegura que no faltó a la verdad.

2.2.- Defensora -no recurrente-
- La juez tiene razón. Cuando la denunciante formula su queja lo hace por lo que le cuenta su hijo, es decir, que se quería filmar una película de pornografía para enviar por internet.
- DIEGO, el denunciado, aceptó que la madre del niño le hizo un reclamo en forma airada, y a una madre dolida no se le puede pedir que tipifique el delito. Ella no es persona versada en lo jurídico, sólo cuenta con un primero de bachillerato.
- Son los agentes del Estado quienes están en el deber de encuadrar la conducta humana en alguno de las normas del código penal, no la madre que pretende ayudar a solucionar el problema en el cual se encuentra su prole.

- Lo real es que el investigador consiguió finalmente el registro por intermedio de la misma madre.
- Quien recibió la denuncia no declaró en juicio, lo cual era bien significativo porque pudo ser un error de él y no de ella. Por lo mismo, nunca se supo si eso fue cierto o no fue cierto. De todas formas, no hay prueba de un acto malicioso de parte de la madre denunciante.
- Si se observa en detalle el formato de denuncia, de allí se extraen dos punibles por investigar, uno de ellos era el acto sexual abusivo con menor de catorce años, el otro era la pornografía de menores, y ocurre que para la configuración de éste último punible no se requiere que el sujeto pasivo de la acción sea un menor de catorce años, basta que sea simplemente menor de edad.

- En síntesis, no existe prueba de la intención dolosa. Condenarla es causar un mayor daño a los realmente afectados con un delito.

- En esos términos considera que se impone la confirmación del fallo absolutorio.

3.- La Decisión

Están dados todos los presupuestos para que la Sala entre a efectuar un pronunciamiento de fondo en el presente asunto, en el entendido que no existe necesidad de tomar decisión invalidante por la presencia de algún error in procedendo o afectación sustancial de los derechos esenciales en cabeza de alguno de los sujetos procesales; además, el recurso se presentó contra decisión que lo admite, en la oportunidad legalmente establecida, por una parte legitimada para hacerlo y con interés legítimo para proceder en tal sentido, en nuestro caso el señor Fiscal que se alzó contra la decisión desvinculante.

Al ser ello así, diremos que la controversia se contrae a establecer si para este caso singular están dados los presupuestos para tener por acreditada la configuración del punible atribuido -falsa denuncia contra persona determinada- y si la persona que ha sido acusada efectivamente debe hacerse responsable a título de dolo por esa infracción. Si alguno de esos dos presupuestos es inexistente o surge duda alguna que pueda catalogarse como razonable en cuanto a su cabal presentación, así habrá de declararse a efectos de dar confirmación al fallo absolutorio confutado; en caso contrario, se procederá a su revocatoria para imprimirle el sentido de condena que solicita el Fiscal recurrente.    

De entrada dirá el Tribunal que el caso presenta una palmaria demostración de tipicidad objetiva, en cuanto nadie puede poner en duda que en el contexto del documento conocido como denuncia y suscrito por quien ahora posee la calidad de acusada, contiene una falsedad. Es así porque la señora MIRIAM CARDONA en su condición de madre del menor E.A.C.A., afirmó que éste había nacido el día once (11) de septiembre de 1993 y que por lo mismo contaba con trece (13) años de edad para aquél momento, cuando ya se sabe que eso no coincidía con la verdad porque el niño había nacido realmente el día 17 de octubre de 1991 y frisaba una edad de quince (15) años.
Ese punto específico, que es en realidad el único que se le achaca como falencia al acto de denuncia, por cuanto en todo lo demás se le concede credibilidad, representa innegablemente un tema de trascendencia jurídico penal en cuanto resulta determinante para pasar la barrera de lo lícito a lo ilícito. Si el sujeto pasivo de la acción criminosa no es menor de catorce años, no hay delito por falta de concurrencia de un elemento normativo del tipo penal de acto o acceso carnal abusivo. En esto le asiste total razón al Fiscal que impugna.
La preocupación que ahora surge, se resume en el siguiente interrogante: ¿el haber faltado a esa verdad bajo juramento y en contra de persona determinada, en nuestro caso el individuo identificado como DIEGO HENAO, es suficiente para la atribución del delito objeto de juzgamiento?
Pero antes de entrar a resolver ese cuestionamiento, recordemos que la señora MIRIAM, como lo sostiene la decisión de primer grado y hace énfasis la defensa, fue fiel a un deber legal y constitucional de poner en conocimiento de las autoridades los hechos con apariencia delictuosa, independientemente de si finalmente pudieran ser o no comprobados durante el transcurso de la investigación, situación que se le escapaba a su esfera de responsabilidad. Ella le dijo al funcionario con poder de policía judicial, que ese sujeto se llevó a su hijo al apartamento, sitio en el cual lo puso a ver películas de pornografía, lo acostó en la cama para que le realizara sexo oral y luego le tomó fotos en ropa interior con el fin de enviarlas por internet, todo a cambio de $30.000.oo que finalmente no le dio. 
Ese proceder de la madre como representante legal de un menor afectado, no puede ser desde ningún punto de vista reprochable y amerita el respaldo de la judicatura como primera destinataria del cumplimiento de ese claro mandato social de formular denuncia. Coincidimos entonces en que se trató de un acto secundum jus y que de él no podía derivarse, en principio, una conducta antijurídica. 
Tenemos hasta aquí que la imputada obró bien al denunciar un acto contrario a derecho, pero a su vez obró mal al faltar a la verdad en una parte significativamente trascendente de su queja, no otro que aquél que podría habilitar al órgano de acusación para cimentar la responsabilidad penal en el denunciado. 
Para resolver al interrogante que ya dejamos formulado, ahora sí podemos decir que el dilema contiene una importante carga de abstracción propia de lo jurídico y del lenguaje metalingüístico que le es propio al derecho, ajeno al consciente colectivo y al ciudadano medio, como situación que exige la demostración de un conocimiento previo y especial por parte de quien obra para que le sea imputable el resultado antijurídico. 
Nótese que si, por ejemplo, el hecho del traslado a ese aposento para la práctica sexual y pornográfica no hubiera existido en realidad, y aún así la madre se hubiera atrevido a poner en funcionamiento el aparato judicial mediante la formulación de una denuncia, a nadie escaparía que se estaría frente a una falsedad primaria perfectamente conocible por quien así procede y efectuada para afectar injustamente a otro. Empero, el hecho de mentir en un elemento normativo del tipo como lo es la edad del sujeto pasivo de la acción criminosa, exige demostrar la intermediación de otro entendimiento por parte de ella, no otro que el saber la incidencia jurídica de ese singular dato, como determinante para que el Estado pudiera proceder en contra de la persona por ella denunciada. 
En ese orden de ideas: ¿será que está probado que la señora CARDONA AGUIRRE sabía que le era obligado mentir en ese dato para que su denuncia fuera efectiva?, a ese respecto consideramos que no, por varias razones:

· El formato de denuncia presenta como delitos referentes a investigar, el acto sexual abusivo pero también la pornografía de menores; situación ajustada a derecho porque de la narración fáctica se extraía ese doble compromiso jurídico penal. Significa ello, que a falta de uno, eran dos las conductas punibles a investigar, la primera de las cuales sí requería que el niño fuera menor de catorce años, pero la segunda no porque para el legislador penal es suficiente para sancionar la pornografía que ella se materializa en persona menor de edad y no necesariamente en quien tenga menos de catorce años. En conclusión, el acto de denuncia era perfectamente eficaz, así se mintiera en la edad del niño E.A.C.A., luego entonces, no era obligada la falsedad para alcanzar el resultado pretendido.
· Se ignora cómo se desarrolló el acto de formulación de denuncia, porque como lo hizo notar tanto la defensa como la juez a quo, era importante la presencia en juicio del funcionario que la recepcionó a efectos de despejar potenciales errores en su elaboración, al igual que el verdadero conocimiento que la denunciante tenía acerca de los tipos penales contentivos de los hechos que estaba poniendo en conocimiento de la autoridad. 
· Quiérase o no, y muy a pesar de la información ofrecida por la Fiscalía a efectos de probar la intención dolosa de parte de la acusada, en el sentido de asegurarse que ella se mostró reacia a entregar el registro de nacimiento del niño, la realidad procesal enseña que este documento fue obtenido precisamente en casa de ella y pasados tan solo ocho días de la formulación de la denuncia. Es decir, que no hubo necesidad de utilizar otros medios alternativos para su consecución, ni tampoco se presentó una ostensible tardanza que demostraran ese interés malsano de parte de la quejosa hoy ajusticiada.  
De todo lo anterior podemos asegurar, que si bien es palmario que la antijuridicidad no depende en este caso del éxito de la investigación en contra de DIEGO HENAO, razón por la cual no es válido sostener que como las diligencias que se adelantaron contra este personaje finalmente fueron archivadas entonces no se afectó la administración de justicia por el hecho de una falsa denuncia, lo contundente aquí es que hubo una falla probatoria en el proceso que ahora se juzga en cuanto a la no aquilatada demostración de ser la madre sabedora de que la inexistencia de ese elemento normativo del tipo -ser el sujeto pasivo de la acción delictiva menor de 14 años-, era un requisito sine qua non para darle vida a la infracción penal por ella denunciada. 
Se trata a fin de cuentas de una exigencia de significativa connotación porque representa una parte de la culpabilidad, no otra que la consciencia de antijuridicidad sin cuya presencia no es posible hacer el condigno reproche. 
Al existir motivos razonables para dudar acerca de la culpabilidad que frente al hecho posee la procesada, la decisión absolutoria habrá de confirmarse.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo objeto de recurso. 

Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

    LEONEL ROGELES MORENO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
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